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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 11 de junio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, de Lázzari, Negri, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 92.081, "C. , O. I. contra R.I. ,E. . Acción de filiación".

A N T E C E D E N T E S


La Sala III de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata confirmó la decisión de primera instancia que rechazó la nulidad articulada por el Ministerio Público Fiscal (v. fs. 372/374).


Se interpuso, por el señor Fiscal de Cámaras, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. La Sala III de la Cámara Segunda de Apelación de La Plata confirmó el pronunciamiento de grado que rechazó la nulidad planteada por el Ministerio Público Fiscal (v. fs. 339/343 y 372/374).


En lo que interesa destacar, el tribunal a quo sostuvo que "por el principio de trascendencia se requiere que quién invoca la nulidad alegue y demuestre (cargo específico) que el vicio le ocasionó un perjuicio cierto e irreparable, que no puede subsanarse sino con el acogimiento de la sanción. No es suficiente la invocación genérica de haberse quebrantado las formas del juicio, debe existir agravios concretos y de entidad [...] y ello es así porque el interés es el fundamento de la protección jurídica". De ahí ‑continuó‑ que los vicios formales en que se sustenta el planteo deben originar perjuicio a la defensa, el cual debe ser concreto y debidamente evidenciado, "desde que de otra manera carecería de fin práctico y se llegaría a ella en el solo y exclusivo beneficio de la ley, lo que procesalmente es inadmisible" (v. fs. 372 vta./373).


Partiendo de tales premisas, reparó que en el caso bajo estudio, "el escrito oponiendo la nulidad, únicamente tuvo como fundamento la falta de intervención del señor Agente Fiscal, sin alegar el perjuicio sufrido ni el interés que procura subsanar, más allá de considerar que la cuestión afecta al interés público". Acotó, seguidamente, que según tiene decidido esta Suprema Corte, "aunque en un supuesto de falta de intervención del Ministerio de Incapaces en los asuntos judiciales en los que los menores sean parte‑, la nulidad es meramente relativa y, por tanto, susceptible de confirmación, aún tácita", por lo cual al efectuar el planteo de nulidad debió alegar claramente el perjuicio concreto y agravio a subsanar, carga incumplida por el Fiscal de Cámaras Adjunto (v. fs. 373 y vta.).


Consecuentemente, concluyó que "sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17 inc. 4° de la ley 12.061 y teniendo en consideración además que la parte actora ha interpuesto recurso de apelación contra la sentencia dictada [...], carece de interés jurídico la declaración de nulidad, no obstante la existencia del vicio alegado" (v. fs. 373 vta.).


2. Contra esta decisión se alza el señor Fiscal de Cámaras mediante el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley obrante a fs. 377/382, en cuyo marco acusa la violación de los arts. 2 y 17 inc. 4 de la ley 12.061, 246 inc. 2 y 1047 del Código Civil. Hace reserva del caso federal.


Arguye el recurrente que el Ministerio Público Fiscal tiene una misión específica marcada por la ley que es la de tener intervención cuando el interés público esté comprometido (arts. 189 de la Constitución provincial, 2, 17 inc. 4 y cc. de la ley 12.061). De ahí que, la intervención de la cual fue privado el señor Agente Fiscal resulta indispensable, habida cuenta que ante una acción de filiación además del interés particular de quien desea ser emplazado en el estado de hijo, está el interés de la sociedad por la certeza que debe existir en el estado de las personas. En suma, sostiene que al estar en juego el estado de las personas, se le debe dar intervención al Ministerio Público Fiscal, que debe dictaminar cuando se manifestare afectación del interés público con gravedad institucional, o requerir medidas en defensa del orden público, la legalidad y los intereses de la sociedad (art. 17 inc. 4 de la ley 12.061), siendo que la omisión en acordar tal intervención acarrea indefectiblemente la nulidad absoluta (v. fs. 379 y vta.).


Alega, a continuación, que el fallo en crisis ha obviado la existencia de un sector de las formas procesales que atiende más a las finalidades del servicio que al interés particular de los justiciables y que, por ello, se hallan cualificadas por el orden público del proceso, especie del concepto de orden público general. Que precisamente, la admisión de nulidades absolutas se relaciona con el principio de indisponibilidad de ciertas formas esenciales del proceso civil, revistiendo tal carácter sólo aquellas que ‑como la aquí planteada con motivo de la falta de intervención del señor Agente Fiscal de primera instancia‑ comprometen el orden público, por haber sido instituidas precisamente en salvaguarda del interés general (v. fs. 379 vta.).


Que tal vicio determina la nulidad absoluta, no pudiendo ser subsanado y que, inclusive el tribunal de alzada "puede actuar frente a vicios manifiestos en la tramitación procedimental, aun consentidos por las partes, a condición de que los mismos revistan la gravedad y lesión de garantías sustanciales que impidan considerarlo como un justo y debido procesal legal" (v. fs. 380). Alega, asimismo, que resulta errónea la cita efectuada por la Cámara al comparar la situación planteada en autos con lo referida a la falta de intervención del Ministerio Público de Incapaces. Ello así, por cuanto este último actúa en representación del interés particular de un incapaz, por eso su falta de intervención puede llegar a considerarse causal de nulidad meramente relativa (arts. 59, 1048 Y cc. del Código Civil, 23 de la ley 12.061), en tanto el Ministerio Público Fiscal está obligado a intervenir cuando se halla comprometido el interés general, intervención que ‑reitera‑ es obligatoria (v. fs. 380 vta.).


De otra parte, en cuanto al interés que tal petición procuró subsanar, refiere que "aquí no existe un interés particular, no existen cuestiones específicas que hagan al interés de cada una de las partes que intervienen en este proceso", encontrándonos "inmersos en una irregularidad grave que hace al orden público y que debe ser subsanada irremediablemente" y que tampoco "se puede saber que medidas concretas o que correcciones o impugnaciones pudiese haber efectuado el Sr. Agente Fiscal". Que el interés en juego es obviamente el "interés público" (v. fs. 381).


Por fin, arguye que los jueces se hallan habilitados para declarar la nulidad de oficio "cuando se trata de una nulidad absoluta, entendiéndose que en tal caso está interesado el orden público" (v. fs. 382 y vta.).


3. En mi opinión, el recurso no puede prosperar.


a. En el sub examine, la señora O. I.C. , en representación de su hijo menor de edad, promueve demanda de filiación contra el señor E. R. I. (v. fs. 2/3). Alcanzada la mayoría de edad, el señor E. D. C. se presenta en autos y ratifica lo actuado por su progenitora (v. fs. 279), cesando la intervención que hasta ese entonces tuviera el Asesor de Menores e Incapaces (v. fs. 276).


A fs. 293/298 se dicta sentencia de primera instancia, rechazando la acción de filiación incoada contra el señor E. R.I. . Contra esta decisión, la parte actora interpone el recurso de apelación de fs. 300, expresando agravios ante la alzada a fs. 315/319, los que son contestados a fs. 323/325.


A fs. 326 la Cámara de Apelación dispone el pase de los autos al señor Fiscal de Cámaras, quien se presenta a fs. 327/328 solicitando se declare la nulidad de la sentencia de primera instancia, habida cuenta de que no se dio vista al Ministerio Público Fiscal con anterioridad a su dictado.


A fs. 329 el tribunal de segunda instancia, remite los autos a la instancia de origen, ordenándose a fs. 330 el traslado del planteo de nulidad a las partes y al Asesor de Menores. A fs. 335/336 el demandado contesta y peticiona el rechazo de la nulidad articulada; en tanto la parte actora hace lo propio a fs. 337 consintiendo el planteo fiscal. A fs. 338 la Asesoría de Menores reitera su dictamen de fs. 276 en donde dio cuenta del cese de su intervención a raíz de la mayoría de edad alcanzada por el accionante.


A fs. 339/343 la señora juez de primera instancia rechaza el incidente de nulidad deducido por el Fiscal de Cámaras, con costas por su orden. A fs. 344 la parte actora se notifica de tal decisión y solicita la elevación de los autos a los fines del tratamiento de su recurso de apelación pendiente de resolución. A fs. 346 el accionado se alza contra la imposición de costas por su orden. Por fin a fs. 354 el Adjunto del Fiscal de Cámaras interpone apelación contra la decisión de fs. 339/343, la que funda a fs. 356/360, recurso que es finalmente rechazado mediante resolución de fs. 372/374 ut supra reseñada.


b. Conforme reza el art. 17 inc. 4 de la ley 12.061, corresponde al Agente Fiscal, en materia "civil, comercial, laboral y de justicia de paz, dictaminar en aquellos supuestos previstos por las leyes, cuando se manifestare afectación del interés público con gravedad institucional, o requerir medidas en defensa del orden público, la legalidad y los intereses de la sociedad".


Ahora bien, pese a la ausencia de norma expresa que disponga la intervención del Ministerio Público Fiscal en los procesos de filiación, es lo cierto que no se controvierte ante esta Suprema Corte la necesidad de tal participación por juzgarse comprometido el orden público en la determinación del estado de familia de las personas. Antes bien, lo que se trae a decisión de este Tribunal son los efectos que cabe asignar a la omisión de correr vista al Agente Fiscal en forma previa al dictado de la sentencia de primera instancia.


En el discurrir del quejoso dado el rol que compete al señor Agente Fiscal, cuya finalidad es la salvaguarda de tales intereses superiores ‑resultando por tanto diversa de la asignada al Ministerio Público de Menores que defiende los intereses del tutelado‑ la nulidad derivada de su falta de intervención reviste carácter absoluto, y por tanto no es convalidable. Asimismo, alega que el perjuicio que procura subsanar mediante la nulidad reclamada radica precisamente en la defensa de aquel interés público.


Sin embargo, el hecho de que la intervención del Ministerio Público Fiscal se repute obligada dado el interés social comprometido en la determinación del estado de las personas (conf. C.S.J.N., in re "Miranda", sent. de 12‑VI‑1984), no implica necesariamente que la mera omisión de dar intervención al Agente Fiscal en primera instancia autorice sin más la nulidad pretendida. En efecto, aun admitiendo la tesis del recurrente, entiendo que en el sub examine no cabe arribar a tal solución.


Es que si este tipo de nulidad es la sanción más rigurosa instaurada por el ordenamiento jurídico en salvaguarda de bienes de singular y destacada protección, en la: especie, no se logra evidenciar en que radicaría ese quebrantamiento al orden público comprometido, máxime cuando ‑como apunta el tribunal de la instancia‑ ninguna alusión siquiera tangencial trae el recurrente en tal sentido. Nótese que el Fiscal de Cámaras se limita a invocar el interés público que le compete defender, pero omite toda concretización de cómo éste ha sido violentado en el caso.


Además, con la intervención del Fiscal de Cámaras se vino a integrar la participación del Ministerio Público Fiscal en este proceso ‑que no quedó por tanto excluido‑ oportunidad en la cual bien puede subsanarse aquella omisión en que se incurriera en la instancia de origen no participada, planteando las cuestiones que se estimen pertinentes, y provocando su tratamiento en segunda instancia (conf. C.N.Civ., Sala A, in re "V. de CH., IH. c/Ch., N", "La Ley", 1981‑A, 557). En otros términos, la sola deficiencia imputada a la primera instancia no permite avizorar, en concreto, cómo se ha visto conculcado el interés público que el Ministerio Público Fiscal debe garantizar, contexto en el cual cobra relevancia lo aseverado por la alzada que, a fin de desestimar el planteo fiscal, ponderó especialmente la falta de agravio concreto y puntual que justifique la declaración de nulidad solicitada. Vale apuntar en este sentido que no se invocó impedimento alguno para que, ya en segunda instancia, el Ministerio Público Fiscal, en cumplimiento de las funciones que le asigna el art. 17 inc. 4 de la ley 12.061 pudiera dictaminar lo que por derecho estime corresponder ‑incluso, como refiere el señor Subprocurador General, adoptando una posición distinta a la sostenida por los litigantes‑ ni tampoco se advierte en el presente caso una afectación tal a las reglas del debido proceso legal que imponga, como único camino reparador, la necesidad de declarar la pretendida nulidad.


4. Por las razones hasta aquí expuestas, que estimo suficientes para rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley bajo estudio, voto por la negativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari, Negri y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la cuestión planteada también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oído el señor Subprocurador General, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 
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